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EJECUTIVO / AMPARO DE POBREZA- Tiene derecho al 20% del beneficio que obtenga el amparado / CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS / OBLIGACIÓN DIVISIBLE PUEDE VOLVERSE SOLIDARIA POR ACUERDO ENTRE LAS PARTES / CONFIRMA /  
Ahora bien, siendo así lo anterior, nada impide que, quien inicialmente es designado mediante amparo de pobreza posteriormente, por acuerdo con las personas que representa, continúe su actuación como abogado de confianza y por unos honorarios libremente acordados.
(…)

Pero ese acuerdo verbal posteriormente decidieron hacerlo constar en un documento escrito; lo cual no va en contra de ninguna disposición y por el contrario permite dar certeza a la voluntad de las partes. Nótese que, cualquiera que fuera la intención de estas: ora concretar el valor de la gestión como apoderada en amparo de pobreza, ora pactar libremente unos honorarios por aquella más la actuación posterior, ello en nada desdice del hecho de que se trató de una obligación libre y legalmente adquirida por los aquí ejecutados, cuyo cumplimiento bien puede exigir la acreedora siempre que hubiese cumplido a su vez con las obligaciones que le concernían.
(…)

El artículo 160 del Código de Procedimiento Civil vigente en este Distrito hasta el año 2016, establecía que quien no se encuentre en “capacidad para atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos”, le será concedido amparo de pobreza, siéndole designado un apoderado judicial para que lo represente en el litigio.

Ahora bien, la actuación que realice el abogado designado en amparo de pobreza no es de carácter gratuito, pues según el artículo 164, él tiene derecho a obtener un 20% del beneficio económico que obtenga el amparado por su gestión, hasta el punto que, si este constituye apoderado de confianza, podrá pedir la regulación de sus honorarios.
(…)

El artículo 1568 del Código Civil, luego de establecer por regla general que las obligaciones de cosas divisibles contraídas por muchas personas solo son exigibles respecto a cada uno en la proporción de su cuota, precisa que “en virtud de la convención, del testamento o de la ley puede exigirse a cada uno de los deudores o por cada uno de los acreedores el total de la deuda, y entonces la obligación es solidaria o in solidum”.
(…)

En cuanto a la segunda inconformidad de los recurrentes, esto es, que la obligación que se cobra es divisible y por ello cada cual debe cubrir exclusivamente la cuota parte que le corresponde,  debe señalarse que expresamente se estableció en la cláusula segunda del contrato de prestación de servicios aportado como título ejecutivo, que los honorarios pactados : “…serán cancelados por cualquiera de los mandatarios (sic) y/o JOSÉ GILDARDO BALLESTEROS CASTAÑO, que es el encargado de manejar el único inmueble o sea la finca de propiedad de la cónyuge del causante y de los herederos”. Estipulación esta que, con certeza, permite establecer que de manera voluntaria  los firmantes establecieron una obligación solidaria, susceptible de ser cobrada en su totalidad a cualquiera de ellos y muy especialmente a José Gildardo Ballesteros Castaño por su condición de administrador el bien en el cual se adjudicaron sus derechos.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cuatro de mayo de dos mil dieciocho
Acta número ___ de 4 de mayo de 2018
En la fecha, siendo las dos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral No 1º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación presentado por Maria Gertrudis Cataño de Ballesteros, Ramiro de Jesús, José Héctor, María Luz, Jesús Antonio, Pedro Luis y José Gildardo Ballesteros Cataño contra el auto que declaró probadas las excepciones proferido por al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad el día 25 de noviembre de 2016, dentro del proceso ejecutivo laboral que les promueve Constanza Ortiz Zapata, cuya radicación corresponde al número 66001-31-05-002-2013-00069-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

En este estado de la diligencia, se le corre traslado a las partes con el propósito de que si lo consideran necesario presenten sus alegatos de conclusión en un lapso de 5 minutos, término que considera la Sala prudente para el efecto de conformidad con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 42 del C.P.T.

Oídas las argumentaciones de las partes y como quiera que los aspectos propuestos por ellas fueron tenidos en cuenta al momento de discutir el proyecto presentado por el ponente procede la Sala a resolver lo que es materia del recurso, teniendo en cuenta para ello los siguientes:
ANTECEDENTES

Aportando como título de recaudo el contrato de prestación de servicios suscrito con los señores Gertrudis o María Gertrudis Cataño de Ballesteros, Maria Luz Dary Valencia Ballesteros, Jesús Antonio, Ramiro de Jesús, Luis Alfredo, Pedro Luis, Jairo de Jesús y Alonso o Luis Alonso Ballesteros Cataño, la abogada Constanza Ortiz Zapata, solicitó al Juzgado Segundo Laboral del Circuito que librara mandamiento de pago por $11.000.000, los intereses legales sobre dicha suma y las costas del proceso.
En providencia de fecha 1º de marzo de 2013 se dio la orden de pago, se decretó la medida previa consistente en el embargo del inmueble de propiedad de los ejecutados y la notificación de estos una vez la parte demandante lo solicitó o se perfeccionen las medidas previas.

Notificados los demandados, de manera personal, por conducta concluyente y emplazados, éstos se pronunciaron respecto a la demanda ejecutiva proponiendo excepciones de mérito así:

José Gildardo Ballesteros Cataño, a través de apoderado designado por amparo de pobreza, propuso como excepciones las que denominó “Inexigibilidad del contrato que sirve de recaudo ejecutivo al señor José Gildardo Ballesteros Cataño por parte de la ejecutante por mediar o primar designación de la misma como apoderada por pobre para el mismo asunto, “Divisibilidad de la obligación surgida del contrato de prestación de servicios, a pro rata o en porcentaje equivalente a la cuota del derecho asignado a mi representado”, “Prescripción”, “Compensación” e “Innominada”.

Los señores Jesús Antonio y Pedro Luis Ballesteros Cataño a su turno, presentaron como excepciones las de “Improcedencia de la acción”, “Falta de integración del sujeto ejecutado”, “Causa ilícita”, “Beneficio de División” y “Generica”.  A su turno, Gertrudis o María Gertrudis Cataño de Ballesteros, Ramiro, José Héctor y María Luz Cataño Ballesteros, formularon idénticas excepciones, adicionando “Pago total de la obligación”.
El curador ad-litem designado para representar a Maria Luz Dary, María Luz Edilia y Luis Eduardo Valencia Ballesteros al dar respuesta a la demanda, no formuló excepciones de mérito.

En providencia de fecha 25 de noviembre de 2016, el Juzgado de conocimiento resolvió de manera desfavorable las excepciones propuestas al, paso que ordenó levantar la medida de embargo decretadas, pero sólo respecto a las cuotas parte de los derechos de quienes figuran en el certificado de tradición de las propiedades embargadas y que no suscribieron el contrato de prestación de servicios que sirve como título de recaudo.
Respecto a las excepciones denominadas “Inembargabilidad del contrato que sirve de recaudo ejecutivo al señor José Gildardo Ballesteros por parte de la ejecutante por mediar designación de la misma como apoderada por pobre para el mismo asunto”, “Improcedencia de la acción” y “Causa ilícita”, indicó la funcionaria de primer grado, que como quiera que el proceso de sucesión en el cual fue designada como apoderada del excepcionante la doctora Ortiz Zapata por amparo de pobreza, terminó al declararse la nulidad y disponerse el archivo del expediente, en consideración a que dicho trámite había sido adelantado previamente en una notaría, por lo tanto, el contrato de prestación de servicios que sirve de base para la ejecución fue cimentado en otro negocio jurídico, el cual fue suscrito y pactado por la voluntad de las partes contratantes, e incluso fue tan consensual que le pagaron a la abogada la suma de $14.000.000, restando $11.000.000 correspondiente al capital ahora cobrado.

Agregó que si bien el contrato de prestación de servicios se suscribió con posterioridad a los negocios jurídicos causales, ello obedeció a la autonomía de las partes y convalidó un negocio que en principio fue verbal, sin que se hubiese probado por parte de los ejecutados que el contrato estuviera afectado por objeto o causa ilícita o algún vicio en el consentimiento.

Asimismo, en relación con las excepciones denominadas “Divisibilidad de la obligación” y “falta de integración de sujeto ejecutado”, indicó que de conformidad con los artículos 1568, 1580, 1581 y 1582 del Código Civil, por regla general, a menos que se pacte solidaridad, el deber de pagar una suma de dinero es una obligación divisible; sin embargo, del contrato de prestación de servicio allegado con la demanda se desprende que fue por autonomía y voluntad de las partes que se pactó una obligación solidaria, por lo que la acción se pudo dirigir contra cualquiera de los deudores a efectos de que extinguiera la obligación.

Frente a las excepciones de “Pago y compensación”, señaló que no prosperaban porque los pagos que se demostraron no fueron objeto de ejecución, ya que la misma ejecutante admitió un abono por la suma de $14.000.000

Finalmente manifestó que no prosperaba la excepción de “Prescripción”, porque el título ejecutivo es de mayo de 2011 y la demanda se presentó en febrero de 2013. 
Contra dicha decisión fue interpuesto el recurso de apelación por parte de los apoderados judicial de los ejecutados así:

El señor José Gildardo Ballesteros indicó que el contrato de prestación de servicios no debía utilizarse para pretender que de él surjan obligaciones distintas a las que por su naturaleza corresponden y en ese sentido, si ningún servicio se ha prestado, no puede ahora convertirse en una obligación para el ejecutado, pues estima que la ejecutante no debía pactar con él dicho contrato cuando había sido designada para representarlo dentro del proceso de sucesión que pretendía adelantar en amparo de pobreza, lo cual abarca también los trámites subsiguientes como el de petición de herencia. 

Ratificó las excepciones propuestos aduciendo que el presente contrato de prestación de servicios se firmó, no para prestar un servicio, sino para, quizá, consolidar una obligación surtida con anterioridad, dado que el objeto del documento que sirve como título ejecutivo hace referencia a  actos celebrados en el pasado y no futuros ya que solo quedaba pendiente la elaboración y presentación del trabajo de partición.

Respecto a éste último acto, indica que sólo le correspondió una  hijuela de $3.538.461, por lo que no se puede, en virtud de la solidaridad alegada, cobrarle $11.000.000, pues al ser el contrato de prestación de servicios interpartes, los honorarios tienen que ser en relación con el beneficio recibido, por lo que está dispuesto a pagar la suma de $211.530,oo. 
Por su parte, el apoderado de Ma. Gertrudis Cataño de Ballesteros; Jesús Antonio, Pedro Luís; Luis Alfredo, Ma. Luz, José Héctor, Ramiro de Jesús y José Gildardo Ballesteros, apeló cuestionando el título que sirve de recaudo, insistiendo en que el nombramiento de la ejecutada como apoderada por amparo de pobreza de los demandados incluía los tramites posteriores surgidos en torno al proceso de sucesión, por lo que reprocha que para llevarlos a cabo haya acordado honorarios como contraprestación a los servicios prestados.

CONSIDERACIONES:

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente:

PROBLEMAS JURÍDICOS
¿Puede un contrato de prestación de servicios que inicialmente fue verbal convalidarse por escrito?
¿Es posible acordar la solidaridad de una obligación que en principio es divisible?
Para resolver los interrogantes planteados en el caso concreto, la Sala estima pertinente hacer las siguientes precisiones:  
1. DEL AMPARO DE POBREZA.

El artículo 160 del Código de Procedimiento Civil vigente en este Distrito hasta el año 2016, establecía que quien no se encuentre en “capacidad para atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos”, le será concedido amparo de pobreza, siéndole designado un apoderado judicial para que lo represente en el litigio.

Ahora bien, la actuación que realice el abogado designado en amparo de pobreza no es de carácter gratuito, pues según el artículo 164, él tiene derecho a obtener un 20% del beneficio económico que obtenga el amparado por su gestión, hasta el punto que, si este constituye apoderado de confianza, podrá pedir la regulación de sus honorarios.

2. DEL TÍTULO EJECUTIVO
Dispone el artículo 422 del Código General del Proceso, aplicable por integración normativa al procedimiento laboral, que las obligaciones expresas, claras y exigibles pueden demandarse ejecutivamente, siempre y cuando consten en documentos que provengan del causante, y que constituyan plena prueba contra él.

Es así entonces, que un contrato de prestación de servicios en el cual se ha establecido el pago de una suma como contraprestación de los servicios prestados por un profesional, se constituye en un título ejecutivo, siempre y cuando reúna los requisitos previamente citados.

3. LA FORMACIÓN DE LOS CONTRATOS Y LAS OBLIGACIONES
De conformidad con el artículo 1500 del Código Civil los contratos son consensuales cuando se perfeccionan por el solo consentimiento, mientras que, respecto a las obligaciones, el artículo 1494 ídem determina que estas, entre otras posibilidades, nacen del concurso real de voluntades de dos o más personas. Por ese mismo camino, para que una persona se obligue válidamente con otra, según el artículo 1502 ibídem, se requiere que a) sea legalmente capaz, b) consienta en dicho acto o declaración mediante un consentimiento libre de vicios, c) la obligación tenga objeto y causas lícitos.
4. DE LA SOLIDARIDAD DE LAS OBLIGACIONES.
El artículo 1568 del Código Civil, luego de establecer por regla general que las obligaciones de cosas divisibles contraídas por muchas personas solo son exigibles respecto a cada uno en la proporción de su cuota, precisa que “en virtud de la convención, del testamento o de la ley puede exigirse a cada uno de los deudores o por cada uno de los acreedores el total de la deuda, y entonces la obligación es solidaria o in solidum”. 

5. CASO CONCRETO
El título que sirve de recaudo para que la doctora Constanza Ortiz Zapata reclame, por esta vía, el pago de la suma de $11.000.000 lo constituye el contrato de prestación de servicios pactado con algunos de los herederos del causante Jesús Antonio Ballesteros, visible del folio 21 a 28 del cuaderno No 1º de primera instancia.

En dicho documento se acordó que a título de honorarios la profesional del derecho recibiría la suma de $25.000.000, comprometiéndose ésta a: “tramitar proceso de petición de herencia (ya finalizados en los juzgados segundo y primero de familia de esta ciudad) y posteriormente proceso de partición adicional (en trámite en el Juzgado Primero de Familia, donde se me autorizó por parte del Juzgado para hacer la partición)”. Pero, según la demanda ejecutiva del monto pactado, los acreedores solo adeudan $11.000.000 que es la suma que se cobra en este ejecutivo.
En la parte final del contrato, folio 23 se estipuló expresamente que en caso de incumplimiento en el pago de los honorarios el documento presta mérito ejecutivo sin necesidad de constitución en mora.
Dos son las inconformidades de los recurrentes:

1- Que la prestadora del servicio fue designada inicialmente mediante amparo de pobreza y en tal virtud desempeñó la gestión, sin que el posterior contrato de prestación de servicios amerite el cobro de honorarios por la labor previamente realizada.
2- Que la obligación reclamada es divisible entre los diversos obligados de manera tal que cada cual ha de responder por su exclusiva cuota parte.

Respecto a la primera inquietud, corresponde hacer notar que la figura del “Amparo de Pobreza” no es, como parecen entenderlo los recurrentes, sinónimo de gratuidad por la gestión profesional. En realidad, como atrás tuvo la oportunidad de citarse, el artículo 164 del C.P.C., vigente para el momento en que ocurrieron los hechos que acá se estudian, prevé que “si el emparado obtiene provecho económico” deberá pagar al apoderado el 20% de tal provecho.

Ahora bien, siendo así lo anterior, nada impide que, quien inicialmente es designado mediante amparo de pobreza posteriormente, por acuerdo con las personas que representa, continúe su actuación como abogado de confianza y por unos honorarios libremente acordados.

En este asunto quedó acreditado que la ejecutante inicialmente actuó en representación de los ejecutados mediante la figura del amparo de pobreza, pero una vez declarada la nulidad del proceso en que fue designada, fue contratada por estos como abogada de confianza para la culminación de ciertos actos necesarios para concretar los derechos herenciales asignados a ellos.
El contrato de prestación de servicios, a que se ha hecho referencia, no cabe duda que inicialmente fue acordado de manera verbal, pues no otra cosa permite inferir el documento que obra a folios 21 a 28 del expediente, en el que se deja constancia que la abogada se compromete a “tramitar proceso de petición de herencia (ya finalizados en los juzgados segundo y primero de familia de esta ciudad) y posteriormente de partición adicional (en trámite en el juzgado Primero de Familia)”, donde se le autorizó por parte del juzgado para hacer la partición. 
Por esa gestión acordaron una remuneración de $25.000.000.

Pero ese acuerdo verbal posteriormente decidieron hacerlo constar en un documento escrito; lo cual no va en contra de ninguna disposición y por el contrario permite dar certeza a la voluntad de las partes. Nótese que, cualquiera que fuera la intención de estas: ora concretar el valor de la gestión como apoderada en amparo de pobreza, ora pactar libremente unos honorarios por aquella más la actuación posterior, ello en nada desdice del hecho de que se trató de una obligación libre y legalmente adquirida por los aquí ejecutados, cuyo cumplimiento bien puede exigir la acreedora siempre que hubiese cumplido a su vez con las obligaciones que le concernían.

En este ejecutivo no se excepciona por los demandados que no hubo cumplimiento de las obligaciones a cargo de la ejecutante, -pues se ha aceptado que la abogada llevó a cabo la actividad que le correspondía y que logró un beneficio económico para ellos-, en realidad, lo que se pretendió alegar fue una especie de carencia de objeto del contrato de prestación de servicios, que como ha quedado visto, no ocurrió, pues, ya fuera por amparo de pobreza o por este unido a una gestión profesional posterior, las partes libremente establecieron que hubo una gestión que valoraron en la suma de $25.000.000 que fue cubierta parcialmente por los obligados quedando pendiente de pago la suma de $11.000.000.
Cabe resaltar que los excepcionantes rubricaron libremente el contrato de prestación de servicios, sin que sea el caso analizar la presencia de vicios del consentimiento, pues ninguno de los ejecutados alegó tal situación en orden a desconocer la validez del contrato.
Las anteriores conclusiones encuentran apoyo en lo resuelto por la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, cuando decidió la queja que en este mismo sentido interpuso el señor José Gildardo Ballesteros Cataño, indicando que el mandato conferido a la ejecutante para representarlo en el proceso de sucesión, terminó con la decisión de declarar nulo el proceso y que el contrato de prestación de servicios pactado entre ellos tuvo origen en un negocio jurídico diverso a aquél para el cual fue conferido el amparo de pobreza –fl 230 a 232-.

En cuanto a la segunda inconformidad de los recurrentes, esto es, que la obligación que se cobra es divisible y por ello cada cual debe cubrir exclusivamente la cuota parte que le corresponde,  debe señalarse que expresamente se estableció en la cláusula segunda del contrato de prestación de servicios aportado como título ejecutivo, que los honorarios pactados : “…serán cancelados por cualquiera de los mandatarios (sic) y/o JOSÉ GILDARDO BALLESTEROS CASTAÑO, que es el encargado de manejar el único inmueble o sea la finca de propiedad de la cónyuge del causante y de los herederos”. Estipulación esta que, con certeza, permite establecer que de manera voluntaria  los firmantes establecieron una obligación solidaria, susceptible de ser cobrada en su totalidad a cualquiera de ellos y muy especialmente a José Gildardo Ballesteros Castaño por su condición de administrador el bien en el cual se adjudicaron sus derechos. Pacto este que encuentra apoyo en el inciso segundo del artículo 1568 del Código Civil. 
No se trata entonces de que los derechos adjudicados a cada uno de ellos tengan un valor inferior al de la obligación que se cobra, sino de que crearon libre y espontáneamente un beneficio –permitido por la ley- para la acreedora, consistente en poder cobrar la obligación de cualquiera o de todos ellos.  

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el día 25 de noviembre de 2016.
SEGUNDO: CONDENAR en constas a la parte ejecutada en un 100%.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES   ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
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